
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 2º Juzgado de Letras de Punta Arenas

CAUSA ROL : C-1232-2021

CARATULADO : ANTINOPAI/FISCO DE CHILE

Punta Arenas, veinte de mayo de dos mil veintitr s.é

VISTOS:

Que, en el folio 1, Oscar Gibbons Munizaga, abogado, domiciliado en calle 

Manuel Se oret N  142, Punta Arenas, actuando como mandatario judicial de do añ ° ñ  

Olga Antinopai S nchez, labores del hogar, de su mismo domicilio para estos efectos,á  

interpone demanda ordinaria en juicio de hacienda, para la indemnizaci n de losó  

perjuicios por da o moral sufridos por su representada, en contra del Fisco de Chile,ñ  

persona  jur dica  de  derecho  p blico,  representado  en  nuestra  Regi n  por  elí ú ó  

Procurador Fiscal  en la Regi n de Magallanes y Ant rtica Chilena,  don Claudioó á  

Benavides  Castillo,  abogado,  ambos  domiciliados  en calle  21 de Mayo N  1678,°  

Punta Arenas, sobre la base de las siguientes consideraciones. 

Pide al tribunal, tener por interpuesta demanda, acogerla en todas sus partes, 

condenando  al  demandado  a  pagar  por  el  da o  moral  sufrido,  la  suma  deñ  

$150.000.000 (ciento cincuenta millones de pesos)  o la suma o cantidad que este 

tribunal estime de Justicia conceder conforme al m rito del proceso, m s intereses,é á  

reajustes legales desde que la sentencia cause ejecutoria, con costas.

Se ala  que  el  c nyuge  de  la  demandante,  don  Miguel  ngel  Vel squezñ ó Á á  

Guerrero fue secuestrado por agentes del Estado, torturado, f sica y psicol gicamenteí ó  

por agentes estatales en Magallanes, retenido en un centro de prisi n clandestino, fueó  

impedido de ejercer sus labores como trabajador de estancia, por el Ej rcito de Chileé  

y sometido ilegalmente a una extensa libertad vigilada. 

Cita lo se alado en el Cap tulo VI el Informe de la Comisi n Nacional sobreñ í ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, denominado Recintos de Detenci n, Magallanes, p ginasó í “ ó á  

419 a 428.

Indica que el c nyuge de la demandante fue reconocido por el Estado deó  

Chile  como  v ctima  directa  de  violaciones  a  los  derechos  humanos,  siendoí  

individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados  que forma“ í ”  

parte del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, creadaó ó í  

por el D.S. N  1040 de 2003, del Ministerio del Interior. º

Menciona  que  en  circunstancias  que  el  c nyuge  de  la  demandante  seó  

desempe aba como trabajador de la Estancia Primavera , ubicada en la comuna deñ “ ”  

Tierra del Fuego que hoy tiene ese mismo nombre, el d a 25 de septiembre de 1973,í  

es secuestrado ilegalmente por una patrulla militar, siendo subido a un cami n deló  

Ej rcito de Chile, en el cual lo desnudan y es golpeado repetidamente con culatas deé  

fusil, con manos y pies.  
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Dice  que,  al  cabo  de  algunas  horas  de  maltrato  f sico  y  emocional,  losí  

militares lo llevan a la casa de interrogaci n que instalaron en Cerro Sombrero,ó  

perteneciente a la Empresa Nacional del Petr leo, recinto que estaba a cargo deló  

Ej rcito de Chile, siendo comandado por un mayor de ej rcito de apellido L pez,é é ó  

secundado por un teniente de la misma instituci n de apellido Mercado. Tan prontoó  

lo  ingresaron  all ,  lo  torturaron  con  una  ceremonia  que  denominaban  laí “ ” “  

alfombra ,  que  consist a  en  arrojarlo  al  suelo  y  con  golpes  de  pies,  pisotones  y” í  

culatazos,  siendo  agredido  por  toda  la  guardia  de  turno,  conformada  por 

aproximadamente 8 personas, debido a la golpiza resulta lesiones que, seg n le relatú ó 

a su c nyuge posteriormente, no puede identificar, pero le duraron varios d as, sinó í  

que durante ellos recibiera alg n tipo de atenci n m dica. ú ó é

Agrega que el c nyuge de la demandante le cont  que luego fue llevado a unaó ó  

casa  de  detenci n ,  donde  es  interrogado  y  torturado  por  tres  d as  seguidos,“ ó ” í  

pregunt ndole acerca de donde escond a las armas, las que por supuesto no ten a yá í í  

acerca de un plan subversivo del Partido Comunista denominado plan Z, del que no 

ten a conocimiento alguno. Las torturas, seg n le narr  a la demandante, consist aní ú ó í  

en golpes de pu os y pies en la cabeza, sumergirlo de cabeza en tambores met licosñ á  

llenos de agua con olor a fecas humanas. Adem s, lo colgaban por horas de los pies yá  

le tiraban bombas lacrim genas y agua, lo que hac a que todo su cuerpo sintiera eló í  

efecto de los qu micos.  Le aplicaron repetidas cargas el ctricas  en los test culos yí é í  

sienes,  todo  ello  suced a  mientras  estaba  completamente  desnudo.  Tambi n  fueí é  

inyectado  repetidamente  con  una  droga  de  la  verdad ,  como  le  dec an  sus“ ” í  

torturadores, a fin de obligarlo a entregar de ese modo las respuestas que buscaban, 

se al ndole que era un mentiroso y ahora s  entregar a la informaci n. ñ á í í ó

Expresa que durante el tiempo que estuvo all , su alimentaci n era escasa y deí ó  

mala calidad, al desayuno le daban caf  y pan; algunos d as le dieron como almuerzoé í  

porotos con pan y algunos d as le dieron por cena otras legumbres o fideos. í

Se ala  que  permanece  detenido  hasta  fines  de  octubre  de  1973,  siendoñ  

informado por sus captores que su libertad s lo ser a transitoria y lo volver an aó í í  

buscar, estando obligado en el intertanto a firmar diariamente en la comisar a deí  

carabineros de Cerro Sombrero, lo que dura por un periodo de 2 a os y algunosñ  

meses.

Indica que la demandante hace lo posible  por buscar ayuda m dica paraé  

paliar las secuelas f sicas que incluyen hipertensi n arterial, desnutrici n y problemasí ó ó  

cardiacos,  adem s  de  las  psicol gicas  que  incluyen  delirio  de  persecuci n,á ó ó  

nerviosismo,  pesadillas  e  insomnio  e  irritabilidad,  secuelas  que  puede  en  general 

mitigar con el paso de los a os, pero que de alguna forma lo afectaron hasta el d añ í  

de su muerte. 
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Dice que el registro como v ctima de prisi n pol tica y tortura del Informe deí ó í  

la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  del  c nyuge  de  laó ó í ó  

demandante, es el N  25.824. º

OTROS FUNDAMENTOS DE HECHO FUNDANTES DEL DERECHO 

A DEMANDAR DA O MORAL POR LA DEMANDANTE: Ñ

Adem s,  indica  que  como  fundamentos  de  hecho  que  sustentan  unaá  

indemnizaci n de da o moral, se encuentra el hecho de que adem s de los da osó ñ á ñ  

f sicos  y  materiales  que  sufri  su  c nyuge,  se  encuentra  un  da o  moral  directoí ó ó ñ  

derivado  de  a  lo  menos,  las  siguientes  circunstancias  que  rodearon  el  hecho 

fundamental del Golpe de Estado y que en le afectaron en su caso particular: a) 

Da o Mental;  b)  Amenazas;  c)  Incomunicaci n;  d)  Persecuciones;  e)  Exoneraci nñ ó ó  

Laboral; f) Negativa de acceso a la informaci n; g) Inseguridad; h) Presiones y da osó ñ  

psicol gicos;  i)  Alteraciones  del  sue o;  j)  Neurosis  de  angustia,  con  secuelas  deó ñ  

enfermedades psicosom ticas; k) Aislamiento Social; l) P rdida de oportunidades, ená é  

particular de empleo, educaci n y prestaciones sociales; m) Otras secuelas en el senoó  

de la familia, como separaciones forzosas de largo tiempo; sufrimiento de sus hijos, 

quienes tambi n fueron afectados en sus Derechos Humanos conculcados en toda sué  

amplitud,  incluyendo  la  oportunidad  de  los  derechos  superiores  del  ni o  yñ  

adolescentes; da os que permanecen inc lumes pese al transcurso del tiempo. Todañ ó  

esta  aflicci n  respecto  de  la  compareciente  se  entendi  durante  toda  su  vidaó ó  

sentimental con el se or Vel squez Guerrero y las consecuencias de la experienciañ á  

vivida,  los  temores,  sobresaltos  y  sufrimientos  instalados  en  el  seno  familiar  le 

acompa aron hasta su deceso y se han proyectado hasta el d a de hoy en un tiempoñ í  

en que la nostalgia y el da o causado ya forma parte, indefectiblemente se su vidañ  

cotidiana.  

EL DERECHO: 

Se ala  que en el  Pre mbulo de la Declaraci n  Universal  de los  Derechosñ á ó  

Humanos, en la Convenci n sobre Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de lasó  

Libertades Fundamentales o Convenci n Europea de 1950 , el Pacto Internacional deó  

Derechos Civiles y Pol ticos de 1966 (suscrito por Chile y Los art culos 1, 3, 13, 17,í í  

49 y 50 del Convenio I; los art culos 12, 13, 14, 17, 22, 91, 92 del Convenio II; ení  

nuestra Constituci n el art culo 19; los art culos 3, 5, 9, 11, 13/1, 13/2 y 30 de laó í í  

Declaraci n Universal de los Derechos Humanos; art culos 6, 7, 9 y 10 del Pactoó í  

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos; art culos 4, 5/1, 5/2 y 7 del Pacto Saní í  

Jos  de Costa Rica y art culo I de la Convenci n sobre Imprescriptibilidad de losé í ó  

Cr menes de Guerra y los Cr menes de lesa humanidad,  fueron sistem ticamenteí í á  

violados en las personas de los demandantes, por el Estado de Chile y sus agentes.  

En lo que respecta al da o moral y a su reparaci n, estas violaciones fueronñ ó  

sistem ticamente ejecutadas por rganos estatales en el cumplimiento de una pol ticaá ó í  

terrorista del Estado, lo que produjo un considerable, indeleble, profundo, extenso y 
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perdurable da o moral que marc  para siempre sus vidas, que les priv  de libertad,ñ ó ó  

de la compa a de sus familias, de sus amigos, de sus compatriotas, de su Patria, delñí  

goce de una existencia plena, libre de asechanzas, de peligros, de riesgos, libre de 

escuadrones de la muerte o de comandos conjuntos, de esbirros de la DINA o CNI, 

de militares y marinos destruyendo sus vidas. 

En el caso de la demandante y en general de todas la c nyuges de v ctimas deó í  

violaciones de derechos humanos desde septiembre de 1973, la lesi n o violaci n deó ó  

los derechos de las v ctimas ha ocurrido en el plano de los derechos fundamentales deí  

las personas, inherentes e inseparables de su condici n humana. En principio todoó  

da o moral debe ser reparado, requiriendo el da o moral, que la reparaci n sea unañ ñ ó  

indemnizaci n  que  proporcione  las  bases  para  obtener  goces  equivalentes  queó  

compensan la p rdida, el dolor, el sufrimiento, la aflicci n y el pesar, conforme a loé ó  

dicho en el Cap tulo IX del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica yí ó ó í  

Tortura (2005) al referirse a los fundamentos de la reparaci n. ó

Conforme  al  art culo  63.1  de  lla  Convenci n  Americana  sobre  derechosí ó  

humanos, no es materia de discusi n el hecho de que los estados est n obligados aó á  

reparar a las v ctimas directas e indirectas de violaciones de derechos humanos, es uní  

principio  del  derecho internacional  p blico  y  una norma acogida  por  el  sistemaú  

convencional, tanto universal como regional. 

Esta demanda se basa adem s en los art culos 5  inciso 2 , 6 , 7 , 19  y 38á í º º º º °  

inciso 2  de la Constituci n Pol tica de Chile, el art culo 4  de la Ley 18.575 y elº ó í í º  

art culo 14 de la Convenci n contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,í ó  

Inhumanos y Degradantes. 

Adem s,  de  conformidad  las  normas  civiles  chilenas,  art culos  2314  yá í  

siguientes del c digo civil, que a la postre constituyen hoy un principio jur dico, m só í á  

que una norma positiva, que cristaliza las pr cticas internacionales en el sentido queá  

todo da o producido por violaci n de derechos humanos debe ser pagado en formañ ó  

ntegra, completa y total, configur ndose una norma hoy, imposible de desconocer,í á  

de jus cogens. 

LA ACCI N INCOADA ES IMPRESCRIPTIBLE: Ó

Expresa que esta doctrina ha mantenido la Excma Corte Suprema, tal como 

se se ala en su fallo reca do en causa Ingreso N 4024-2013: En efecto, trat ndose deñ í ° “ á  

delitos  de  lesa  humanidad,  si  la  acci n  penal  persecutoria  es  imprescriptible,  noó  

resulta coherente entender que la acci n civil indemnizatoria est  sujeta a las normasó é  

sobre  prescripci n  establecidas  en  la  ley  civil  interna,  ya  que  ello  contrar a  laó í  

voluntad  expresa  manifestada  por  la  normativa  internacional  sobre  Derechos 

Humanos -integrante del ordenamiento jur dico nacional por disposici n del art culoí ó í  

5  de  la  Carta  Fundamental-  que  consagra  el  derecho  de  las  v ctimas  y  otrosº í  

leg timos  titulares  a  obtener  la  debida  reparaci n  de  los  perjuicios  sufridos  aí ó  

consecuencia del acto il cito .í ”
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REPARACI N PREVIA DEL ESTADO ES INSUFICIENTE: Ó

Menciona que la Ley N 19.992 estableci  algunas prestaciones para v ctimas° ó í  

de violaciones de derechos humanos, entre los cuales se encuentran la actora, pero 

estos  beneficios  no  pueden  ser  considerados  una  completa  indemnizaci n  de  susó  

perjuicios,  sino que es un gesto del Estado de Chile para aquellos que se vieron 

gravemente perjudicados por actos ejecutados por agentes del Estado, en el periodo 

posterior al 11 de septiembre de 1973. 

Dice que como se al  la Excma. Corte Suprema en una causa similar: En loñ ó “  

que concierne a la excepci n de pago, basada en que los actores son beneficiarios deó  

la Ley N  19.992 y por haber obtenido otras prestaciones, expresa la resoluci n que° ó  

con  esa  alegaci n  el  Fisco  reconoce  en  la  situaci n  concreta  una  necesidad  deó ó  

reparaci n y,  como corolario,  un deterioro.  Efectivamente,  tal  como lo afirma eló  

demandado,  se  han  efectuado  por  el  Estado  chileno  variados  esfuerzos,  una  vez 

finalizado  el  r gimen  autoritario,  de  compensaci n  de  los  perjuicios,  medianteé ó  

pensiones  asistenciales  y  simb licas  a  todos  aquellos  comprometidos  en  similaresó  

apremios de los actores, reparaciones que han tenido un car cter general en procuraá  

de  una  soluci n  uniforme  y  circunstancias  espec ficas  y  peculiares  de  cada  seró í  

humano v ctima de coerciones ileg timas en dicho per odo. Los dineros suministradosí í í  

por  estos  conceptos  no  encuadran  en  el  art culo  63.1  de  la  Convenci ní ó  

Interamericana de Derechos Humanos, que obliga al pago de una justa retribuci n aó  

los  lesionados,  cantidades  que,  a  juicio  del  tribunal,  no  se  compadecen  con  la 

normativa internacional mencionada.  (Considerando segundo sentencia en recurso”  

de casaci n interpuesto por el Fisco de Chile, Rol N  1092-15). ó °

Dicha sentencia ahonda m s en el tema en su considerando noveno: Queá “  

estas consideraciones impiden admitir la improcedencia de la compensaci n alegadaó  

por el Fisco, en virtud de las pensiones de reparaci n con arreglo a la ley N  19.992,ó °  

obtenidas por los demandantes, porque semejante planteamiento resulta inconciliable 

con la preceptiva internacional detallada y porque el derecho com n interno s loú ó  

cobra fuerza cuando no la contradice, como tambi n se se al , en vista de lo cual laé ñ ó  

responsabilidad del Estado por esta clase de il citos siempre queda sujeta a las reglasí  

de Derecho Internacional sobre derechos fundamentales de las personas, las que no 

pueden ser incumplidas en funci n de otras imposiciones legales de derecho patrio. ó

Agrega que bajo este prisma la legislaci n nacional especial que aduce el Fiscoó  

y  que  s lo  introduce  un  r gimen  de  pensiones  asistenciales,  no  contieneó é  

incompatibilidad alguna con las  indemnizaciones que aqu  se persiguen,  ni  se  haí  

demostrado que fue dise ada para cubrir todo da o moral inferido a las v ctimas deñ ñ í  

atentados  a  los  derechos  humanos,  puesto  que  se  trata  de  modalidades  de 

compensaci n y que las asuma el Estado voluntariamente en su totalidad, no implicaó  

la renuncia de una de las partes o la prohibici n para que el r gimen jurisdiccionaló é  

declare su procedencia, por lo medios que franquea la ley.  ”
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PERJUICIOS DEMANDADOS: 

Se ala que en la representaci n que inviste, solicita que, al acoger la presenteñ ó  

demanda,  se  indemnice  por  la  demandada  a  la  demandante,  en  la  suma  de 

$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos), por el da o moral que sufriñ ó 

producto de los hechos descritos en la presente demanda. 

Agrega que tal como se alara la I. Corte de Apelaciones de Santiago en unañ  

causa previa, rol 52702013: Si bien es cierto que el da o moral debe ser acreditado,“ ñ  

debe tenerse presente que no puede existir duda que las v ctimas de violaciones deí  

derechos fundamentales, en particular los actores, que fueron recluidos ilegalmente en 

una isla del fin del mundo; que sufrieron maltratos y que vivieron en aquel per odo laí  

agon a de la incertidumbre de su propia existencia, sufrieron un inconmensurableí  

da o moral, que no requiere ser probado pues el m s elemental sentido com n bastañ á ú  

para tal efecto .  ”

Por tanto, conforme adem s con lo dispuesto en el art culo 253 y siguientes,á í  

en relaci n con los art culos 748 y siguientes, todos del C digo de Procedimientoó í ó  

Civil,  solicita tener por interpuesta demanda ordinaria en juicio de hacienda, de 

indemnizaci n de perjuicios, en contra del Fisco de Chile , representado por donó  

Claudio Benavides Castillo, ambos ya individualizados, acogerla en todas sus partes, 

condenando al demandado a pagar una indemnizaci n por el da o moral sufrido,ó ñ  

ascendente a $150.000.000.-, (ciento cincuenta millones de pesos)  a la demandante 

que representa, individualizada supra, o la suma o cantidad que este tribunal estime 

de Justicia conceder conforme al m rito del proceso, m s intereses, reajustes legalesé á  

desde que la sentencia cause ejecutoria, con costas.

Que, en el folio 14, la demandada contest  la demanda.ó

Que, en el folio 16, la demandante evacu  la r plica.ó é

Que, en el folio 18, la demandada evacu  la duplica.ó

Que, en el folio 22, se recibi  la causa a prueba.ó

Que, en el folio 55, se cit  a las partes para o r sentencia.ó í

CONSIDERACIONES PREVIAS: 

La Constituci n Pol tica de la Rep blica. Que, como se ala el profesor Carlosó í ú ñ  

Nino,  refiri ndose  a  Hart,  la  Constituci n  es  posible  verla  como el  conjunto deé ó  

pr cticas de reconocimiento del derecho de una sociedad es decir, no s lo operaá – ó  

como un evento que se origina por una convenci n social, sino que representa unaó  

pr ctica social continua-. á

As , es posible observar a la Constituci n Pol tica de la Rep blica como uní ó í ú  

instrumento que sirve para resolver problemas de coordinaci n, como ocurre en eló  

presente caso, en el cual por una parte se demanda la indemnizaci n de perjuicios aó  

causa de un hecho da oso, y por otro, la existencia de la instituci n de prescripci n ñ ó ó –

vigente en nuestro orden jur dico- lo que da certeza a sus ciudadanos y no s lo aí – ó  
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ellos pero a ellos principalmente- no s lo sobre la exigibilidad sino tambi n de laó é  

oportunidad de tal exigibilidad. 

Sostiene  lo  anterior,  lo  dispuesto  en  el  art culo  5  de  nuestra  Cartaí °  

Fundamental, el que mandata la incorporaci n de los Tratados Internacionales sobreó  

Derechos Humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Conviene tener presente para efectos de consideraciones previas, que el sujeto, 

la persona humana,  se ha erigido como el centro de generaci n del derecho, deó  

manera tal que son sus intereses el principal objeto de protecci n de parte importanteó  

de las normas jur dicas. í

Como se viene reflexionando y considerando la relevancia en el proceso de 

construcci n de normas, y espec ficamente de lo que debemos entender por derechoó í  

vigente,  el  M ximo Tribunal  ha  transitado en lo  que  respecta  a  dar  lugar  a  laá  

reparaci n  civil  por  responsabilidad  del  Estado  en  violaciones  a  los  derechosó  

humanos, decidiendo de esta manera preterir la prescripci n establecida para casosó  

que no operan como ste, en el extremo, y hoy en d a parece estar conteste en laé í  

necesidad de dar lugar con determinados matices. 

Por su parte,  el  acceso a la justicia en su amplia dimensi n y reparaci nó ó  

integral a las v ctimas. Ha sido, en nuestra regi n, la Corte IDH la que ha relevadoí ó  

la importancia de estos derechos, convirti ndolo en un elemento central de nuestrosé  

ordenamientos  jur dicos,  ampliando  su  entendimiento  respecto  de  acceso  a  laí –  

justicia- no s lo a exigencias adjetivas sino a su sentido material, todo en el marco deó  

lo que entendemos, es un Estado de Derecho. 

Obliga lo anterior, que frente a la interpretaci n de normas, el sentenciadoró  

debe optar por aquella que haga efectivo los derechos y garant as de los ciudadanos,í  

que efectivamente constituya un acceso a la justicia en su amplia dimensi n.  As  lasó í  

cosas,  y  como  lo  ha  se alado  esta  Corte  internacional,  el  acceso  a  la  justiciañ “  

constituye  una  norma  imperativa  de  Derecho  Internacional  y,  como  tal,  genera 

obligaciones erga omnes para los Estados de adoptar las medidas que sean necesarias 

para no dejar en la impunidad esas violaciones   por una parte, y por otra, pone…”  

acento  en  la  v ctima,  como un  actor  central  en  el  derecho  internacional  de  losí  

derechos humanos. Por su parte, la reparaci n integral comprende la investigaci n;ó ó  

restituci n  de  derechos,  bienes  y  libertades;  la  rehabilitaci n  f sica,  psicol gica  oó ó í ó  

social;  la  satisfacci n  de  la  v ctima;  las  garant as  de  no  repetici n;  y  lasó í í ó  

indemnizaciones compensatorias por da os materiales e inmateriales.ñ

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  en  el  folio  1,  Oscar  Gibbons  Munizaga,  abogado, 

domiciliado  en  calle  Manuel  Se oret  N  142,  Punta  Arenas,  actuando  comoñ °  

mandatario judicial de do a Olga Antinopai S nchez, interpuso demanda ordinariañ á  

en  juicio  de  hacienda,  para  la  indemnizaci n  de  los  perjuicios  por  da o  moraló ñ  

sufridos  por  su  representada,  en  contra  del  Fisco  de  Chile,  persona  jur dica  deí  
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derecho  p blico,  representado en nuestra  Regi n  por  el  Procurador  Fiscal  en  laú ó  

Regi n de Magallanes y Ant rtica Chilena, don Claudio Benavides Castillo,  ó á por las 

razones de hecho y derecho se aladas en la parte expositiva, las que se dan porñ  

expresamente reproducidas por econom a procesal.í

SEGUNDO:  Que,  en  el  folio  14,  la  demandada  contest  la  demanda,ó  

solicitando su rechazo en base a las excepciones, defensas y alegaciones que expone, 

con costas, o en subsidio, rebajar los montos indemnizatorios.

La parte demandada, esto es, el Fisco de Chile, sin discutir los hechos en lo 

que se  basa la  demandada,  estando conteste  en que estar an  reconocidos  por  elí  

Estado (e incluso alega, reparados).

Se ala que la Sra. Olga Antinopai S nchez, en la actualidad es beneficiaria deñ á  

una pensi n de viudez conforme lo dispuesto en la ley N 20.405, en su condici n deó º ó  

c nyuge sobreviviente de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura, don Miguel ngeló í ó í Á  

Vel squez Guerrero, y que, en efecto, don Miguel ngel Vel squez Guerrero, recibiá Á á ó 

pensi n de reparaci n  en su condici n de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó ó í ó í  

conforme lo dispuesto en la ley N 19.992, hasta su fallecimiento, ocurrido con fechaº  

20 de julio  de 2013,  luego de lo  cual  la  demandante ha percibido una pensi nó  

derivada de su condici n de c nyuge.ó ó

Agrega que, como consecuencia de lo antes indicado, la demandante de autos 

no puede pretender ser indemnizada por los da os propios de su c nyuge fallecido,ñ ó  

por el contrario, debe limitar su pretensi n de da o y la prueba de los mismos, a suó ñ  

propia e individual afectaci n, circunstancia que no aparece descrita en los t rminosó é  

expuestos en la demanda de autos. 

El Fisco de Chile solicita el rechazo de la demanda, b sicamente por estimará  

la prescripci n de la acci n por un lado, as  como por otro, por estar en todo caso yaó ó í  

indemnizado en sus perjuicios la v ctima,  al  ser parte de un programa estatal  deí  

reparaci n, recibiendo los beneficios que diversas leyes de reparaci n han establecidoó ó  

en su favor, como lo reconoce en la demanda, a consecuencia del reconocimiento 

que se les hace por la Comisi n Nacional sobre prisi n y tortura, creada por el D.S.ó ó  

N  1040 de 2003, del Ministerio del Interior, se alando en subsidio, que el montoº ñ  

debe en todo caso ser muy inferior al demandado, toda vez que se explicitan los 

montos que el Estado ha desembolsado en diversas formas de reparaci n.ó

TERCERO: Que, en el folio 16, la demandante evacu  la r plica.ó é

Expresa que la contraparte se ala en la contestaci n de la demanda, que lañ ó  

actora no hace descripci n de su propia afectaci n, sin embargo, en la p gina 12 deó ó á  

la demanda indica cu les son los da os ocasionados a la actora y que dicen relaci ná ñ ó  

con aquellos hechos que afectaron a su ex c nyuge y que igualmente produjeronó  

profundo dolor en ella. Aclara que no se ha accionado en representaci n de donó  

Miguel ngel Vel squez Guerrero, o por ser la demandante su Heredera, sino queÁ á  

por derecho propio de ella, en virtud del enorme da o moral personalmente sufrido,ñ  
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producto de las graves violaciones a los Derechos Humanos sufridas por su c nyugeó  

de entonces.  

En cuanto a la prescripci n extintiva, solicita el rechazo de esta excepci n, enó ó  

definitiva,  reiterando para ello los  argumentos contenidos en la demanda.  Por lo 

dem s, la jurisprudencia citada en esta excepci n es ya antigua  tiene m s de ochoá ó “ ” á  

a os de antig edad,  habiendo sido sustituida por una visi n moderna de justicia,ñ ü ó  

conforme a lo cual no puede prescribir el derecho de indemnizaci n de una v ctimaó í  

de  violaciones  de  derechos  humanos,  en  particular  si  provienen  de  acciones  de 

agentes  del  estado,  no  s lo  por  el  hecho  de  que  quienes  estaban  obligados  aó  

protegerlos los da aron profundamente, sino como un modo de prevenir que estosñ  

hechos se sigan repitiendo en nuestra historia futura.

Agrega que en subsidio de las alegaciones precedentes de controversia de los 

hechos  y  prescripci n,  la  regulaci n  de  da o  moral  debe  considerar  los  pagosó ó ñ  

recibidos  del  estado  como  exonerado  pol tico  por  su  c nyuge  y  por  ella  comoí ó  

c nyuge  sobreviviente  y  guardar  armon a  con  los  montos  establecidos  por  losó í  

tribunales, solicita el rechazo de esta postura de la demandada, toda vez que los 

beneficios de la Ley N 19.992, no son compensables con la justa indemnizaci n del° ó  

da o moral que merecen las v ctimas de violaciones de derechos humanos. En cuantoñ í  

al que el monto de la indemnizaci n guarde armon a con montos establecidos poró í  

otros tribunales,  no tiene ning n asidero legal,  porque cada proceso debe fallarseú  

conforme a su m rito, siendo libre el Juez de cualquier influencia de fallos anteriores.é  

Por  lo  dem s,  las  indemnizaciones  fijadas  en  fallos  pret ritos  no  son  arm nicas,á é ó  

variando desde unos m seros 3 millones de pesos por cada v ctima, en el m s exiguoí í á  

de estos fallos, hasta 200 millones por v ctima, en el m s cercano a un monto queí á  

implique una real reparaci n, para quienes padecieron tantos sufrimientos a manosó  

de agentes del estado.

CUARTO: Que, en el folio 18, la demandada evacu  la d plica, se alandoó ú ñ  

al  efecto  que  reproduce  ntegramente  y  ratifica  en  su  totalidad  el  escrito  deí  

contestaci n de la demanda de fecha 13 de octubre de 2021, por lo que se reiteranó  

todas y cada una de las  alegaciones,  excepciones y defensas  contenidas en dicho 

escrito.

Sin perjuicio, en relaci n a la excepci n de reparaci n integral opuesta, reiteraó ó ó  

lo se alado en la contestaci n de la demanda, en cuanto a que el da o moral ya hañ ó ñ  

sido indemnizado, por lo que procede se haga lugar a la excepci n alegada. Insisteó  

respecto  al  marco  general  de  las  reparaciones  ya  otorgadas,  al  esfuerzo  que  ha 

realizado el Estado de Chile para compensar el da o producido a las v ctimas, y enñ í  

especial,  respecto a las  reparaciones percibidas por la demandante c nyuge de laó  

v ctima,  ya sea en forma de transferencias  directas   en dinero bajo la forma deí  

pensi n de viudedad, por cuyo concepto ha cobrado desde el fallecimiento del Sr.ó  
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Vel squez Guerrero  a la fecha la suma de $15.413.584.-, y mediante el conjunto deá  

reparaciones simb licas mencionadas en la  contestaci n.  ó ó

  Destaca que la actora en su escrito de r plica se ala que acciona por elé ñ  

enorme da o moral personalmente sufrido producto de las graves violaciones a los“ ñ  

DDHH sufridas por su c nyuge de entonces , sin referir que los hechos que se alaó ” ñ  

como vulneratorios a los DDHH se verificaron entre el mes de septiembre y el mes 

de octubre de 1973, poca en que Olga Antinopai no era c nyuge de la v ctima, puesé ó í  

dicha uni n data de fecha 07 de diciembre de 2009 y hasta el a o 2013 en queó ñ  

ocurri  el deceso del Sr. Vel squez Guerrero. ó á

  En relaci n a la prescripci n de la acci n deducida en este juicio, reitera laó ó ó  

importancia de la sentencia de unificaci n de jurisprudencia dictada por el Pleno deó  

la Excma. Corte Suprema con fecha 21 de enero de 2013 en los autos rol 10.665-

2011 Episodio Colegio M dico-Eduardo Gonz lez Galeno  y que transcribi  en sus“ é á ” ó  

principales argumentos, en el escrito de contestaci n a la demanda.   En dicho falloó  

se  concluye  que  las  acciones  por  responsabilidad  extracontractual  en  contra  del 

Estado  prescriben  en  el  plazo  de  4  a os  desde  la  perpetraci n  de  los  hechos,ñ ó  

conforme a lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo 22 Civil.  í ó

Dice que, en efecto, desde hace m s de 10 a os la Excma. Corte ha se aladoá ñ ñ  

reiteradamente que en esta materia se aplica el art culo 2332 del C digo Civil queí ó  

dispone un plazo de cuatro a os en la cual prescribe la acci n por responsabilidadñ ó  

extracontractual en contra del Estado. 

Que la aplicaci n de esta norma est  regulada en el art culo 2497 del mismoó á í  

cuerpo legal, que se ala expresamente que las normas de prescripci n se aplican añ ó “  

favor y en contra del Estado .  ”

 Indica que tambi n la Excma. Corte ha dejado claramente establecido queé  

los tratados internacionales sobre derechos humanos no impiden en modo alguno la 

aplicaci n del derecho interno, espec ficamente las normas sobre prescripci n de laó í ó  

acci n civil. En el fallo dictado por el Pleno de la Excma. Corte queda ampliamenteó  

establecido que ni la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos y tampoco laó  

Convenci n de Ginebra contienen normas que declaren imprescriptible la acci n civiló ó  

o impidan a cada Estado aplicar su legislaci n interna sobre la materia.   ó

Cita la sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema, con fecha 16 de 

marzo de 2016, respecto a la excepci n de pago y de prescripci n. ó ó

Finalmente, hace presente que el demandante ha recibido la suma total de 

$15.398.457.- y que mantiene, adem s, una pensi n mensual denominada Valechá ó “ ” 

de $170.728.-  

QUINTO: Que la demandante, a objeto de acreditar su pretensi n, rindi  laó ó  

siguiente prueba:

Testimonial: Que en el folio 53, rindi  la de do a ó ñ Ninen Idilia De Lourdes 

G mez Villegas,  ó quien se ala que cree que es efectivo que el Estado de Chile, añ  
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trav s de sus agentes, ejecut  los actos y/o incurri  en las omisiones, descritos en laé ó ó  

demanda, dice que sabe algo de eso. Ella conoc a a don Miguel Vel squez el a oí á ñ  

1995 y de ah  empez  a tratar con ellos, con la familia desde ese a o en adelante,í ó ñ  

hubo un buen v nculo con don Miguel, era una buena persona y al poco tiempo seí  

empez  a enfermar de la pr stata  y se transform  en un c ncer que lo llev  aló ó ó á ó  

fallecimiento. En el intertanto conversando y compartiendo con l muchas veces ené  

su casa, les comentaba todo lo que le hab a sucedido cuando fue detenido y lo que lí é  

hab a  pasado,  las  torturas,  los  golpes,  que  derivaron  en  algunas  enfermedadesí  

posteriores, ya que l ten a lesiones internas, lo que est  corroborado con los m dicosé í á é  

que lo atendieron. Sobre todo en la parte baja del vientre, a parte o dos y cabeza,í  

que sin motivo ni raz n los sacaban y los golpeaban, de preferencia en las noches, lesó  

tiraban  agua,  los  manguereaban,  lo  que  deriv  en  todas  las  enfermedades  queó  

despu s sufri . De ah  hubo un proceso largo de cotas enfermedades, por el tema delé ó í  

c ncer sobre todo, fue tratado ac  en Punta Arenas, a l le sacaron partes de suá á é  

cuerpo y le hicieron un injerto, pero nada result  y de ah  lo derivaron a una Cl nicaó í í  

en Vi a del Mar, igual falleci , aunque se hizo todo lo posible, ya que como l ten añ ó é í  

buena situaci n econ mica, pudieron hacer todo lo que estaba su alcance, pero igualó ó  

falleci ; explica que por lo que tiene entendido, porque no le consta, solo por loó  

conversado, los actos y omisiones que ejecutaron los Agentes del Estado en contra del 

Sr. Vel squez, alguno de ellos tiene entendido fue en un recinto militar, por lo que lá é  

contaba, pero no se alaba en cual, eso eran golpes, con mangueras, insultos, tambi nñ é  

le pegaban con la culata de los armamentos en las costillas; dice que la persona que 

le entreg  esa informaci n fue el mismo Sr. Vel zquez, en las conversaciones queó ó á  

manten an;  consultada  sobre  cu les  eran  las  lesiones  internas  o  enfermedadesí á  

posteriores que ten a el Sr. Vel squez, expresa que la verdad l estaba en tratamientoí á é  

m dico, lo ve an como 3 o 4 m dicos, pero el empez  a tener dificultades para comeré í é ó  

ciertos alimentos, corno cordero, y l tuvo que dejar todo lo que era grasa, aceite,é  

fritura y llevar una dieta blanca, sin sal ni az car, a ltima hora si com a comidaú ú í  

s lida, a los diez minutos lo vomitaba y de ah  s lo comenz  a tomar Ensure; indicaó í ó ó  

que  Sr.  Vel squez  ten a  su  propia  estancia,  al  principio  cuando  estaba  sano  elá í  

realizaba actividades como supervisar la esquila, incluso l hac a almuerzo para susé í  

trabajadores cuando el cocinero estaba enfermo, andaba mucho a caballo, manejaba. 

Cosas que despu s tuvo que dejar de hacer; consultada por cu l era la poca en queé á é  

el Sr. Vel squez estaba sano, dice que ella lo conoci  en el a o 1995 y en esa pocaá ó ñ é  

l estaba m s o menos, a n pod a hacer esas actividades; afirma a consecuencia deé á ú í  

los hechos referidos en la demanda, la demandante sufri  da o psicol gico, ella esó ñ ó  

una mujer de 87 a os es muy trabajadora, activa, pero hubo un poca en que estuvoñ é  

muy mal  psicol gicamente,  ella  no recurri  a  ning n profesional,  solo  recibi  eló ó ú ó  

apoyo de sus hijos, le cost  mucho superar esto, trata de no recordar esos episodios,ó  

porque le afecta mucho. Ella tuvo que vender todo lo que su esposo le dej , enó  
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cuanto  al  monto  no  lo  podr a  calcular;  indica  que  el  da o  psicol gico  de  laí ñ ó  

demandante  le  consta  porque  ella  la  acompa aba,  hubo un tiempo que dorm añ í  

mucho,  no  quer a  comer,  la  llevaron  al  m dico,  su  doctor  de  cabecera,  el  Dr.í é  

Araneda es quien la atiende hasta el d a de hoy, est  en constante supervisi n. Ellaí á ó  

tambi n tiene problemas al coraz n; se ala que la poca en que se encontr  mal laé ó ñ é ó  

Sra. Antinopai fue desde que comenz  don Miguel con su enfermedad de c ncer deó á  

pr stata,  ella  lo  cuidaba  de  d a  y  de  noche,  ella  dorm a  muy  poco,  porque  ló í í é  

vomitaba de noche, ella lo acompa  durante todo ese proceso, tambi n se fue con lñó é é  

a Vi a del Mar, nunca lo dej  solo; cree que permanecieron en Vi a del Mar, do añ ó ñ ñ  

Olga Antinopai y el Sr. Vel squez, entre 4 a 6 meses, no est  segura; el mismo Sr.á á  

Vel squez cubr a los gastos de residencia y tratamiento con el fruto de su trabajo yá í  

de sus ahorros; indica que actualmente la Sra. Antinopai tiene una pensi n vitalicia,ó  

le parece, y a n le queda algo de dinero de todo lo que se vendi , todo fue vendido yú ó  

repartido; los gastos m dicos de la Sra. Antinopai, los cubre ella misma; no recuerdaé  

el a o espec fico en que contrajeron matrimonio do a Olga Antinopai y don Miguelñ í ñ  

Vel squez, pero s  estuvieron varios a os, primero en una convivencia y despu s seá í ñ é  

casaron;  no  puede  decir  la  fecha  exacta  en  que  se  le  diagnostic  c ncer  al  Sr.ó á  

Vel squez, pero fue m s o menos en el a o 1997 o 1998.á á ñ

SEXTO: Que, la demandada rindi  la siguiente prueba:ó

Documental: Que, en el folio 28, acompa : 1.- Copia simple de Oficio Ordñó  

DSGT n 4792/3492,  de  fecha  1  de  octubre  de  2021,  del  Instituto  de  Previsi nº ó  

Social;  2.-  Copia  simple  de  Oficio  Ord  DSGT  n 4792/3113,  de  fecha  7  deº  

septiembre de 2021, del  Instituto de Previsi n Social; 3.-  Copia simple de Oficioó  

169/2021,  de fecha 16 de septiembre de 2021,  del  V Juzgado Militar  de Punta 

Arenas.

Que, en el folio 35, acompa : Oficio DSGT N  4792-3113 del Instituto deñó °  

Previsi n Social, de fecha 7 de septiembre de 2021; Oficio DSGT N  4792-3492 deló °  

Instituto de Previsi n Social, de fecha 1 de octubre de 2021; Oficio N  169/2021 deló °  

V Juzgado militar de Punta Arenas, de fecha 16 de septiembre de 2021. 

DECISI NÓ

S PTIMO: É Que, son hechos no controvertidos y, por ende, establecidos del 

pleito, los siguientes:

1.-  Que Miguel ngel  Vel squez Guerrero, c nyuge de la demandante seÁ á ó  

desempe aba como trabajador de la Estancia Primavera , y el 25 de septiembre deñ “ ”  

1973, es secuestrado ilegalmente por una patrulla militar, siendo subido a un cami nó  

del Ej rcito de Chile, en el cual lo desnudan y es golpeado repetidamente con culatasé  

de fusil, con manos y pies.  

Al cabo de algunas horas de maltrato f sico y emocional, los militares lo llevaní  

a la casa de interrogaci n que instalaron en Cerro Sombrero, perteneciente a laó  

Empresa Nacional del Petr leo, recinto que estaba a cargo del Ej rcito de Chile,ó é  
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siendo  torturado  con  una  ceremonia   que  denominaban  la  alfombra ,  que“ ” “ ”  

consist a en arrojarlo al  suelo y con golpes de pies,  pisotones y culatazos,  siendoí  

agredido por toda la guardia de turno, conformada por aproximadamente 8 personas, 

debido a la golpiza resulta con lesiones,  sin que recibiera alg n tipo de atenci nú ó  

m dica. é

Luego,  fue  llevado  a  una  casa  de  detenci n ,  donde  es  interrogado  y“ ó ”  

torturado por tres d as seguidos,  que consist an en golpes de pu os y pies  en laí í ñ  

cabeza, sumergirlo de cabeza en tambores met licos llenos de agua con olor a fecasá  

humanas.  Adem s,  lo  colgaban  por  horas  de  los  pies  y  le  tiraban  bombasá  

lacrim genas  y  agua,  lo  que  hac a  que  todo  su  cuerpo  sintiera  el  efecto  de  losó í  

qu micos. Le aplicaron repetidas descargas el ctricas en los test culos y sienes, todoí é í  

ello  suced a  mientras  estaba  completamente  desnudo.  Tambi n  fue  inyectadoí é  

repetidamente con una droga de la verdad .“ ”

a detenci n ocurre hasta fines de octubre de 1973, siendo informado por sus captoresó  

que su libertad s lo ser a transitoria y lo volver an a buscar, estando obligado en eló í í  

intertanto a firmar diariamente en la comisar a de carabineros de Cerro Sombrero, loí  

que dura por un periodo de 2 a os y algunos meses. ñ

2.-  Que,  don Miguel  ngel  Vel squez Guerrero,  C dula de Identidad NÁ á é ° 

3.447.142-8, fue sujeto de torturas y tratos crueles, inhumanos y degradantes, todo 

constitutivo de un il cito, para lo que nos convoca, de car cter civil, consistente en suí á  

n cleo,  en  lo  que  el  propio  Estado  ha  reconocido,  a  trav s  de  los  procesos  deú é  

reparaci n estatal,  los cuales fueron perpetrados al menos y concretamente, en laó  

ciudad de Punta Arenas, desde 25 de septiembre de 1973 hasta fines de octubre del 

mismo a o, a lo menos.ñ

3.- Que, don Miguel ngel Vel squez Guerrero, se encuentra dentro de laÁ á  

n mina de personas reconocidas como v ctimas de prisi n pol tica y tortura, bajo eló í ó í  

n mero 25.824.ú

4.- Que, don Miguel ngel Vel squez Guerrero, en su calidad de v ctima deÁ á í  

Prisi n Pol tica y Tortura, como beneficio de reparaci n legal, recibi  $15.398.457ó í ó ó  

pesos, mediante el Instituto de Previsi n Social.ó

5.-  Que,  la  demandante,  do a  Olga  Antinopai  S nchez,  c nyuge  de  donñ á ó  

Miguel ngel Vel squez Guerrero, atendida la calidad de este ltimo de v ctima deÁ á ú í  

Prisi n Pol tica y Tortura, a septiembre de 2021, como beneficio de reparaci n legal,ó í ó  

recibi  $14.413.584 pesos, mediante el Instituto de Previsi n Social, con una pensi nó ó ó  

mensual de $170.728 a esa fecha.

OCTAVO: Como se sabe, la prueba del da o de manera gen rica es unñ é  

requisito de la esencia de la responsabilidad civil, toda vez, que para que se origine la 

obligaci n de indemnizar perjuicios, la conducta il cita debe, necesariamente, haberó í  

ocasionado perjuicios, con arreglo a art culo 1698 del C digo Civil.í ó
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Analizar el da o moral, importa una cuesti n prevalentemente personal y alñ ó  

pertenecer al fuero interno de las personas evidentemente su existencia ntima serí á 

tan individual como personas existan en el mundo, de modo, que resulta compleja su 

prueba,  en  efecto,  reconociendo  esta  complejidad  resulta  necesario  objetivar  las 

probanzas al efecto,  lo que nos lleva a ponderar en conformidad a lo establecido en 

tanto en el C digo de Bello como el en C digo Procedimiento Civil, aun as , losó ó í  

tribunales  de  instancia  y  superiores  no  logran  estar  contestes  en un  r gimen deé  

prueba de da o moral. ñ

As  las cosas, en relaci n a la existencia del da o que padeci  don Miguelí ó ñ ó  

ngel Vel squez Guerrero, se desprende de la naturaleza de la agresi n sufrida porÁ á ó  

ste, de la cual en manos de agentes del Estado, desde su privaci n de libertad,é ó  

golpes, malos tratos e interrogatorios, con uso desmedido de la fuerza, y pr cticasá  

fuera del derecho, hasta la consecuencia directa que implic  afectaci n en contextoó ó  

personal, social y familiar debiendo considerarse en este sentido su reconocimiento 

por  parte  del  Estado  como  v ctima,  as  como  las  reparaciones  que,  si  bien  noí í  

permiten ser entendidas como ntegras, s  complementan el ejercicio de la acci n queí í ó  

se pretende en estos autos, al morigerar las consecuencias perniciosas del il cito, alí  

estar fundada en los mismos hechos.

Por  su  parte,  la  demandante,  el  ac pite   otros  fundamentos  de  hechoá “  

fundantes del derecho a demandar da o moral por la demandante  sostiene que todañ ”  

esa aflicci n se entendi  durante toda su vida sentimental con el se or Vel squezó ó ñ á  

Guerrero  y  las  consecuencias  de  la  experiencia  vivida,  los  temores,  sobresaltos  y 

sufrimientos instalados en el seno familiar le acompa aron hasta su deceso y se hanñ  

proyectado hasta el d a de hoy en un tiempo en que la nostalgia y el da o causadoí ñ  

ya forma parte, indefectiblemente de su vida cotidiana.  

En prueba de aquellas afirmaciones, rinde testimonial legalmente juramentada 

a folio 53, sin tacha, quien, interrogada sobre los puntos de prueba, en especial el 

N 3 y dando raz n de sus dichos, reconoce que la demandante de 87 de a os de° ó ñ  

edad, estuvo muy mal psicol gicamente, sin recurrir a ning n apoyo profesional, s loó ú ó  

recibi  apoyo de sus hijos.ó

Agrega  en  su  declaraci n  que  le  consta  lo  anterior,  pues  la  testigoó  

acompa aba a la demandante y hubo un tiempo que dorm a mucho,  no quer añ í í  

comer, la llevamos al m dico de cabecera, precisando el mal estado, comenz  con laé ó  

enfermedad de c ncer a la pr stata de su c nyuge, ahora fallecido.á ó ó

Lo anterior, sometido a la tasaci n legal, conforme al art culo N 384 N 1 yó í ° °  

unido a la documental de folio 53, por el Instituto de Previsi n Social, Oficio ORD.ó  

DSGT N  4792-3492, de fecha 1 octubre de 2021 y por supuesto a lo asentado en°  

considerando s ptimo del fallo, constituyen una presunci n judicial en relaci n con elé ó ó  

art culo N 384 N 1 del C digo de Procedimiento Civil,  en virtud de gravedad yí ° ° ó  
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precisi n suficientes sin prueba en contrario, conforme el  art culo 426 del mismoó í  

C digo.ó

Que tal declaraci n testimonial as  valorada, no tan solo se utiliza como unaó í  

forma de ratificar lo establecido, sino que sta declara respecto a los efectos que en laé  

esfera emocional e ntima del demandante extendido en el tiempo a partir de uní  

hecho asentado en la causa en que su c nyuge fue v ctima de tratos degradantes eó í  

inhumanos, conforme el considerando s ptimo y la presunci n judicial establecida,é ó  

constituyen los presupuesto f cticos que la actora experiment  emociones da os en suá ó ñ  

fuero  interno  con  repercusi n  en  su  esfera  moral,  que  deviene  en  un  da oó ñ  

extramatrimonial que debe ser resarcido.

En ese caso, dicha declaraci n no se refiere tan s lo al da o moral como seó ó ñ  

viene razonando, sino concretamente un cambio en las condiciones de vida de la 

v ctima, que permite determinar, no s lo la procedencia, sino tambi n el monto de laí ó é  

pretensi n indemnizatoria, pues en dicha presunci n convergen los efectos da osos deó ó ñ  

la demandante y su c nyuge, as , el menoscabo directo y personalmente sufrido poró í  

demandante, que los fueron debidamente acreditados en la etapa procesal pertinente.

NOVENO: En cuanto, a la improcedencia de las indemnizaciones dinerarias 

demandadas  por  limitaci n  de  la  justicia  transicional  y  tal  como  lo  afirma  eló  

demandado,  se  han efectuado por  el  Estado chileno m ltiples  esfuerzos,  una vezú  

finalizado  el  r gimen  autoritario,  de  compensaci n  a  todos  aquellas  v ctimas  deé ó í  

violaciones de derechos humanos o a sus familiares directos por episodios ocurridos 

durante el per odo de la Dictadura Militar que gobern  nuestro pa s, que ha sidoí ó í  

fijado por ley entre los a os 1973 y 1990.ñ

Amparados en esta l gica, es que se dict  la Ley N  19.123, de 8 de febreroó ó °  

de 1992, que crea la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, y queó ó ó  

establece una pensi n mensual de reparaci n, en beneficio de los familiares de lasó ó  

v ctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia pol tica (art culo 17),í í í  

pensi n que tiene fijada por ley el monto y los beneficiarios, los que por lo dem s sonó á  

desagregados  seg n  sea  la  vinculaci n  que  tengan  con  la  v ctima  y  su  edad,ú ó í  

instituyendo beneficios m dicos (art culo 28) y educacionales (art culos 29; 30; y, 31),é í í  

entre otros.

Normativa a la que se agreg  la Ley 19.234 de 1993, que establece beneficiosó  

previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos pol ticos en lapso queí  

indica  y  autoriza  al  Instituto  de  Normalizaci n  Previsional  para  transigiró  

extrajudicialmente con relaci n a la jubilaci n de stos en los casos que se ala; la queó ó é ñ  

dispuso en su art culo 8 en relaci n con su art culo 3, que son exonerados pol ticosí ó í í  

los  que  hayan  sido  despedidos  por  causas  que  se  hubieran  motivado  en 

consideraciones  de  orden pol tico  y  que consten de alg n modo fehaciente,  talesí ú  

como  el  hecho  de  figuraci n  del  exonerado  en  decretos,  bandos,  oficios,  oó  

resoluciones, o en listas elaboradas por alguna autoridad civil o militar, como activista 
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pol tico o como miembro de partidos pol ticos proscritos o declarados en receso, queí í  

hubieran  sido  privados  de  libertad,  en  cualquier  forma,  fuere  en  calidad  de 

prisioneros,  retenidos,  detenidos,  relegados  o  presos,  en  c rceles,  prisiones,á  

regimientos, lugares especialmente habilitados al efecto, o en su propio domicilio, sea 

que  estos  resulten  ser  coet neos,  o  inmediatamente  anteriores  o  posteriores  a  laá  

exoneraci n, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. Esta fueó  

modificada por la Ley 19.582 y la Ley 19.881 estableci  un plazo para acogerse a losó  

beneficios all  concebidos.í

Asimismo,  en  el  marco  del  reconocimiento  de  violaciones  de  derechos 

humanos en Chile por parte de agentes del Estado durante la Dictadura Militar, se 

dict  la Ley 19.980 de noviembre de 2004, ampliando los beneficiarios y beneficiosó  

de leyes precedentes; y la Ley 19.992 de diciembre de 2004, que estableci  beneficiosó  

de car cter m dico y educacional y una pensi n anual de reparaci n en beneficio deá é ó ó  

las  v ctimas  directamente  afectadas  por  violaciones  a  los  derechos  humanosí  

individualizadas en el  anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados , de la“ í ”  

N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que forma parte del Informe de laó í  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, creada por el decreto supremoó ó í  

N 1.040  de  2003  del  Ministerio  del  Interior,  as  como  su  incompatibilidad  con° í  

aquellas  otorgadas  en  las  leyes  N  19.234,  19.582  y  19.881,  otorgando  a  estas°  

personas la opci n y a quienes la ejerzan el derecho a un bono. La ley 20.134 queó  

concedi  un bono extraordinario a los ex trabajadores del sector privado y de lasó  

empresas aut nomas del Estado, exonerados por motivos pol ticos en per odo queó í í  

indica a quienes se les concedi  pensi n no contributiva conforme al inciso terceroó ó  

del art culo 12 de la ley N  19.234. í °

Tal  normativa  interna  tiene  pr stina  vinculaci n  con  lo  prevenido  en  laí ó  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto de San Jos  deó é  

Costa  Rica,  suscrita  por  Chile  en  el  a o  1990,  en  que  los  Estados  Americanosñ  

signatarios,  entre  otros,  reconocen  un  listado  de  derechos  que  estiman 

consubstanciales a la persona humana. En el mismo sentido, el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Pol ticos de la Organizaci n de Naciones Unidas, vigente ení ó  

Chile desde el a o 1989, y el Pacto Internacional de Derechos Econ micos, Socialesñ ó  

y Culturales, vigente en Chile desde el a o 1989.ñ

 Que, las leyes precedentemente se aladas, denominadas leyes de reparaci n;ñ ó  

si bien son un reconocimiento del Estado de Chile de su deber de reparar el da oñ  

causado a v ctimas  de derechos humanos  o  a sus  familiares  directos,  estima esteí  

sentenciador que en modo alguno impide acceder ni es incompatible, con el leg timoí  

derecho de todo ciudadano afectado por  el  actuar doloso de agentes  del  Estado 

involucrados en una pol tica civil ofensiva, cual es lo acontecido en la especie, deí  

obtener una indemnizaci n distinta, instando por la reparaci n efectiva de todo da oó ó ñ  

sufrido.
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En efecto, la legislaci n nacional especial que aduce el Fisco y que, conformeó  

al an lisis de las caracter sticas de los beneficios que involucran s lo introduce uná í ó  

r gimen  de  reparaciones  asistenciales  generales,  no  contiene  en  sus  textosé  

incompatibilidad alguna con las  indemnizaciones  que aqu  se  persiguen,  y  no esí  

procedente suponer que se dictaron para reparar todo da o moral inferido a lasñ  

v ctimas de atentados a los derechos humanos, ya que se trata, como se dijo, deí  

formas distintas de reparaci n, y el que las asuma el Estado voluntariamente en suó  

totalidad, no importa la renuncia de una de las partes o la prohibici n para que eló  

sistema jurisdiccional declare su procedencia, por los medios que franquea la ley.

En cuanto a la tesis sostenida en la defensa fiscal, respecto la  reparaci nó  

estatal que implica la necesidad de rechazar in limine las demandas que las v ctimasí  

puedan ejercer ante tribunales, no resultan suficientes, pues de acoger a tramitaci nó  

las  mismas  no desincentiva  los  planes  estatales,  toda  vez  que es  precisamente  la 

legitimidad del control judicial la que permite resguardar los derechos fundamentales, 

de nuevo vinculado al acceso a la justicia en su amplia dimensi n, as  como controlaró í  

la integridad de las reparaciones y  reafirma los derechos fundamentales como l miteí  

o barrera frente a lo que alguna vez y particularmente en 1973- pudo construir un–  

fin estatal.

En  este  orden  de  cosas,  si  bien  no  se  puede  tener  las  indemnizaciones 

otorgadas  por  ley  al  demandante  como  suficientes  para  una   indemnizaci nó  

satisfactiva, lo cierto es que consta en la ya pre-citada Ley, las prestaciones a las que 

se dio acceso, las que en t rminos generales pueden constituir una buena se al ené ñ  

cuanto a que nuestro Estado pretende por tal v a reparar en parte el mal causado, yí  

por otra, ofrecer garant as de no repetici n, pero que indudablemente no alcanzan aí ó  

dar  por cumplida la  obligaci n  del  Estado de reparaci n  integral  a  las  v ctimas,ó ó í  

reparaci n que por cierto fluye como simb lica y m s a n, compatible pues el planó ó á ú  

del  vida del actor  ya se  ha trasformado y s lo corresponde en esta instancia,  laó  

estimaci n de un monto que pueda considerarse como necesario para alcanzar losó  

objetivos que pueda lograr una indemnizaci n por da o moral, y de esta manera,ó ñ  

rechazando la alegaci n planteada en esta parte, las mismas ser n consideradas paraó á  

efectos de la regulaci n como se indicar .ó á

D CIMO:É  Que,  en  relaci n  a  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  yó ó ó  

subsidiaria de 5 a os del art culo 2.515 en relaci n al art culo 2.514 del C digo Civil,ñ í ó í ó  

como ya se indic  en las consideraciones previas de esta sentencia, se reproducen losó  

argumentos esgrimidos y se remite a ellos, sin perjuicio de enfatizar que no resulta 

aplicable esta instituci n de car cter civil,  para efectos de denegar el acceso a laó á  

justicia y la reparaci n integral a las v ctimas de derechos humanos, es decir, a laó í  

demandante y su c nyuge, como los que se han establecido en esta sentencia, y queó  

han  sido perpetrados  por  agentes  del  Estado,  de  manera  sistem tica  y  fuera  delá  

derecho, conforme lo haya resuelto la doctrina, pero especialmente los Tribunales 
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Superiores de Justicia, as  como la Corte IDH, instituci n que cede ante las normasí ó  

de ius cogens, normas de derecho internacional que mandatan al estado a responder 

como parte del principio democr tico de derecho.á

En  efecto,  en  similares  casos  atendida  la  especial  naturaleza  del  il citoí  

cometido, el M ximo Tribunal ha venido sustentando una l nea de razonamiento queá í  

este sentenciador comparte (roles 1424-2013, 11208-2015, 13170-2015, 17015-2015, 

37993-2015), la cual enfatiza que trat ndose de un delito de lesa humanidad en queá  

la acci n penal persecutoria es imprescriptible, no parece coherente entender que laó  

acci n civil indemnizatoria quede sujeta a las normas sobre prescripci n consagradasó ó  

en  la  ley  civil  interna,  ya  que  ello  contrar a  la  preceptiva  internacional  sobreí  

Derechos  Humanos  integrante  del  ordenamiento  jur dico  nacional  en  virtud  delí  

art culo 5  de la Carta Fundamental, que introduce el derecho de las v ctimas y otrosí ° í  

leg timos  titulares  a  obtener la debida reparaci n  de todos  los  perjuicios  sufridosí ó  

como consecuencia del acto il cito, y se opone incluso a lo establecido por el propioí  

derecho interno que en virtud de la Ley n 19.123, reconoci  la existencia de los° ó  

da os y concedi  beneficios de ndole pecuniario tambi n a los familiares de aquellasñ ó í é  

v ctimas calificadas como detenidos desaparecidos y ejecutados pol ticos, por violaci ní í ó  

a los derechos humanos en el per odo 1973-1990, registrados en los informes de laí  

Comisi n  Nacional  de  Verdad  y  Reconciliaci n  y  la  Corporaci n  Nacional  deó ó ó  

Reparaci n  y  Reconciliaci n.  Por  consiguiente  -se  afirma-  cualquier  supuestaó ó  

diferenciaci n entre ambas acciones y otorgamiento de un tratamiento desigual esó  

discriminatorio y no permite al ordenamiento jur dico guardar la coherencia y unidadí  

que se le reclama.

Estriba lo anterior, la improcedencia de aplicar normas del C digo Civil comoó  

derecho com n supletorio a la responsabilidad derivada de cr menes como el  deú í  

autos, posible de cometer con la activa colaboraci n del Estado, por cuanto dichasó  

normas  atienden  a  postulados  y  finalidades  distintas  a  aquellas  que  emanan  del 

Derecho  Internacional,  de  modo   que  deber  integrarse  la  normativa  con  losá  

principios generales del derecho respectivo, que reconocen la imprescriptibilidad de 

las acciones reparatorias derivadas de violaciones a los derechos humanos.

D CIMO PRIMERO:É  A mayor abundamiento, conviene tener presente que 

la acci n deducida encuentra su fundamento en los principios generales del Derechoó  

Internacional de los Derechos Humanos y su consagraci n normativa en los tratadosó  

internacionales  ratificados  por  Chile  que  consagran  el  derecho  a  la  reparaci nó  

ntegra,  los que el  Estado est  obligado a reconocer y proteger con arreglo a loí á  

dispuesto en los art culos 5  inciso segundo y 6  de la Carta Fundamental.í ° °

En esta l nea argumentativa, la Convenci n Americana de Derechos Humanosí ó  

(art culos 1.1 y 63.1) sujeta la responsabilidad del Estado por esta clase de il citosí í  

(violaciones de derechos humanos)  a reglas  de Derecho Internacional,  las que no 

pueden  ser  incumplidas  a  pretexto  de  hacer  primar  otros  preceptos  de  derecho 
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interno,  acatando  de  este  modo la  Convenci n  de  Viena  sobre  Derecho  de  losó  

Tratados (art culo 27).  Esta preceptiva de rango superior  impone un l mite y uní í  

deber de actuaci n a los poderes p blicos y en especial a los tribunales nacionales, enó ú  

tanto no pueden interpretar las reglas de derecho interno de un modo tal que deje 

sin aplicaci n los preceptos de Derecho Internacional que consagran el derecho a laó  

reparaci n  ntegra  del  da o,  pues  ello  podr a  comprometer  la  responsabilidadó í ñ í  

internacional del Estado de Chile.

Conforme se  viene  razonando,  no resultan atingentes  las  disposiciones  del 

C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunes de indemnizaci n deó ó ó  

perjuicios  que  contradicen  la  normativa  internacional  en  cuanto  a  disponer  la 

ineficacia de normas internas que hagan ilusorio el derecho a la reparaci n de losó  

da os ocasionados por cr menes de lesa humanidad cometidos por los agentes delñ í  

Estado de Chile.

D CIMO SEGUNDO:É  Finalmente debe tenerse  en consideraci n que eló  

sistema  de  responsabilidad  del  Estado  deriva  tambi n  del  art culo  6  de  laé í °  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  3  de  la  ley  N  18.575,  Org nicaó í ú ° ° á  

Constitucional de Bases Generales de la Administraci n del Estado, normas que -deó  

acogerse la tesis del Fisco de Chile- quedar an sin aplicaci n.í ó

La primera  disposici n,  somete  la  acci n  de  los  rganos  del  Estado  a  laó ó ó  

Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella, declara la fuerza vinculante deó  

los  preceptos  de la  Constituci n para sus  titulares  o  integrantes  como para todaó  

persona, instituci n o grupo, y dispone que la infracci n de esta norma generar  lasó ó á  

responsabilidades y sanciones que determine la ley.  La segunda,  establece que la 

Administraci n del Estado est  al servicio de la persona humana, que su finalidad esó á  

promover el bien com n y que uno de los principios a que debe sujetar su acci n esú ó  

el de responsabilidad.

D CIMO TERCERO:É  Atendido lo anterior, en lo precedente, corresponde 

rechazar las excepciones de prescripci n de las acciones civiles que se ejercitan enó  

autos por aplicaci n de la preceptiva contenida en el C digo Civil, por ser contrarioó ó  

a  las  reglas  de  Derecho Internacional  a  que queda sujeta  la  responsabilidad del 

Estado por la clase de il citos que se analizan.í

D CIMO  CUARTO:É  Que,  en  virtud  de  los  hechos  establecidos  en  el 

considerando  s ptimo  de  esta  sentencia  y  en  base  la  valoraci n  de  la   pruebaé ó  

testimonial y no tachada consignada en el considerando octavo, quedaron asentados 

en el caso sub j dice los hechos que dieron origen al da o moral reclamado por laú ñ  

demandante, otorgando la conformidad al punto 3 de la interlocutoria de prueba, 

que consist a en la Efectividad que la demandante, a consecuencia de los hechosí “  

referidos  en  la  demanda,  sufri  da os;  en  su  caso,  naturaleza  y  cuant a  de  losó ñ í  

mismos.  y  en definitiva,  quedaron acreditados  en el  caso  sub j dice  los  hechos” ú  
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da inos en que se funda la demanda, constituido por el actuar delictual en que hanñ  

incurrido agentes del Estado de Chile.

Los perjuicios de ndole moral, que a consecuencia de ello ha devenido ení  

quien ha accionado civilmente, quedan -a su vez suficientemente asentados en raz nó  

de la prueba acompa ada y que da cuenta de la carga psicol gica y emocional queñ ó  

mantiene hasta  el  d a de hoy la demandante  con motivo de la  detenci n ilegal,í ó  

prisi n pol tica y torturas sufridas durante el 25 de septiembre de 1973 y hasta finesó í  

de octubre de 1973 de su c nyuge.ó

Con todo, es dable afirmar que los hechos en que incurrieron los agentes del 

Estado implican lesi n a derechos extra patrimoniales de gran valor, entre los cualesó  

aparece el derecho a la vida y a la integridad f sica y ps quica de la persona, derechosí í  

que se encuentran cautelados constitucionalmente.

D CIMO  QUINTO:É  Que,  atendido  el  m rito  de  los  antecedentes  y  laé  

entidad del da o moral sufrido, como tambi n sus consecuencias ps quicas, familiaresñ é í  

y sociales en la actora , y -por cierto- su persistencia en el tiempo, que de acuerdo a 

lo  expresado  tanto  por  las  partes,  no  es  posible  ce irse  a  criterios  concretos  yñ  

espec ficos  que vayan  unidos  a  una determinada cantidad de dinero,  y  que  estaí  

cantidad, pueda efectivamente resarcir las consecuencias perniciosas del il cito, es queí  

corresponde  acceder  a  la  pretensi n  indemnizatoria  de  autos,  fij ndoseó á  

prudencialmente su monto en la suma de $40.000.000 (cuarenta millones de pesos) 

para do a Olga Antinopai S nchez.ñ á

En cuanto a la solicitud subsidiaria del Fisco de considerar para la regulaci nó  

del da o, los pagos ya recibidos del estado, no puede ser atendida, por las mismasñ  

argumentaciones referidas en el considerando noveno de esta sentencia.

D CIMO SEXTO:É  Que, la restante prueba anotada en el motivo sexto de 

esta sentencia, en lo no considerado, en nada altera lo que se ha venido razonando y 

s lo se menciona para los fines procesales pertinentes.ó

D CIMO S PTIMO:É É  Que, en relaci n a las costas, considerando que laó  

parte demandada no ha sido totalmente vencida, as  como la naturaleza de la acci n,í ó  

y las acciones previas que ha desplegado el Estado para satisfacci n de las v ctimas,ó í  

se eximir  del pago de las costas. á

D CIMO OCTAVO:É  Para efectos de reajustes e intereses y concretar el 

principio de la integridad de la reparaci n del da o, las sumas que se condena pagaró ñ  

al demandado, por concepto de indemnizaci n por da o moral, se reajustar n en laó ñ á  

misma proporci n en que var e positivamente el ndice de Precios al Consumidoró í Í  

desde el mes anterior a la poca en que la sentencia definitiva quede ejecutoriada y elé  

mes  anterior  al  pago  efectivo,  m s  los  intereses  corrientes  para  operacionesá  

reajustables, desde la poca de la mora hasta el pago efectivo.é

D CIMO NOVENO:É  Que incumbe probar las obligaciones o su extinci nó  

al que alega aqu llas o sta.é é
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Por estas consideraciones, y teniendo presente el derecho internacional de los 

derechos humanos; las Convenciones Internacionales sobre la materia, ratificadas por 

Chile y que se encuentran vigentes; la Constituci n Pol tica de la Republica; nuestroó í  

C digo Civil; C digo de Procedimiento Civil, Ley Org nica Constitucional de Basesó ó á  

Generales  de  la  Administraci n  del  Estado;  la  Ley  N  19.992;  y  dem s normasó ° á  

pertinentes, SE DECLARA:

I. Que se rechazan las excepciones de pago ntegro y prescripci n opuestasí ó  

por el Fisco de Chile.

II. Que, se acoge la demanda deducida, s lo en cuanto se condena al Fisco deó  

Chile  a  pagar  a  la  demandante,  Olga  Antinopai  S nchez,  c dula  de  identidadá é  

n mero N  3.577.470-K, a t tulo de indemnizaci n por da o moral,  la suma deú ° í ó ñ  

$40.000.000(cuarenta millones de pesos), m s los reajustes e intereses desde que laá  

sentencia queda firme.

III. Que no se condena en costas al demandado, por no haber sido totalmente 

vencido. 

Reg strese, notif quese y arch vese en su oportunidad.í í í

Rol C-1232-2021.

DICTADA  POR  DON  C SAR  MILLANAO  ANDAUR,  JUEZÉ  

SUBROGANTE  DEL  SEGUNDO  JUZGADO  DE  LETRAS  DE  PUNTA 

ARENAS.

a

b Certifico: que con esta fecha se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 

162 del Código de Procedimiento Civil. Punta Arenas, 20 de mayo de 2023.
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